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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 18
        Mayo 8 y 9 de 2013

 


La Corte Constitucional reafirmó que los recursos que administran las Entidades Promotoras de Salud deben estar destinados exclusivamente a la prestación de los servicios de salud

	    I.  EXPEDIENTE D-9095   -   SENTENCIA  C-262/13   (Mayo 8)

        M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub




1.
Norma acusada
LEY 1438 DE 2011
(enero 19)

Por medio de la cual se reforma el Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones

ARTÍCULO 23. GASTOS DE ADMINISTRACIÓN DE LAS ENTIDADES PROMOTORAS DE SALUD. El Gobierno Nacional fijará el porcentaje de gasto de administración de las Entidades Promotoras de Salud, con base en criterios de eficiencia, estudios actuariales y financieros y criterios técnicos. Las Entidades Promotoras de Salud que no cumplan con ese porcentaje entrarán en causal de intervención. Dicho factor no podrá superar el 10% de la Unidad de Pago por Capitación. 
Los recursos para la atención en salud no podrán usarse para adquirir activos fijos, ni en actividades distintas a la prestación de servicios de salud. Tampoco lo podrá hacer el Régimen Subsidiado. 

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Lo previsto en este artículo se reglamentará para que el porcentaje máximo de administración entre a regir a más tardar el primero de enero de 2013. El Gobierno Nacional contará con seis (6) meses para hacer las revisiones necesarias con base en estudios técnicos sobre el porcentaje máximo señalado en el presente artículo y podría realizar las modificaciones del caso. Hasta tanto no se defina el Régimen Subsidiado seguirá manejando el 8%. 

2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLES los incisos primero y segundo del artículo 23 de la Ley 1438 de 2011, en los términos y por las razones expuestas en esta providencia. 

3.
Síntesis de los fundamentos

En cuanto al cargo por omisión legislativa relativa, en tanto la norma acusada no define la  forma como el Estado y los particulares deben ampliar la cobertura en la prestación de los servicios de salud, la Corte no encontró por qué este aspecto debía ser regulado en la disposición, razón por la cual no procedía un examen de fondo al respecto. 

De otra parte, la Corporación advirtió la necesidad de efectuar la integración normativa del inciso segundo demandado con el inciso primero del artículo 23 de la Ley 1438 de 2011, toda vez que su contenido condiciona la interpretación del inciso censurado en tanto limita su ámbito de aplicación y permite entender su finalidad. 

El problema jurídico que correspondió resolver a la Corte consistió en definir si la prohibición de utilizar los recursos de la atención en salud para adquirir activos fijos, o en actividades distintas a la prestación de servicios de salud, desconoce el inciso tercero del artículo 48 de la Constitución, porque impide que los particulares participen en la ampliación de la cobertura del sistema e impone un obstáculo desproporcionado para el cumplimiento de dicho fin. 

La Sala consideró que los cargos formulados por el demandante parten de la interpretación según la cual la norma prohíbe a las Entidades Prestadoras de Salud (EPS) utilizar los recursos de la Unidad de Pago por Capitación (UPC), incluidos los excedentes que quedan después del pago de los servicios médicos a su cargo, para adquirir activos fijos con el fin de ampliar su infraestructura médica –bajo el modelo de integración vertical- y ofrecer mejores servicios a sus afiliados. Esta misma interpretación fue acogida por los intervinientes y el Ministerio Público. 

Sin embargo, después de analizar el contexto legal de la prohibición cuestionada y de examinar los antecedentes del artículo 23 de la Ley 1438 de 2011, la Corte concluyó que esa interpretación es solo parcialmente cierta, porque en realidad la expresión “los recursos para la atención en salud” se refiere específicamente a los dineros dirigidos a la prestación de servicios médicos, una vez excluidos los gastos administrativos.

En este sentido la Corte precisó que el componente de gastos administrativos de la UPC no está afectado por la prohibición del inciso segundo y puede ser usado por las EPS para la adquisición de activos fijos. Ello es además necesario para el adecuado funcionamiento del SGSSS, por cuanto ciertos activos fijos, como lo señala la definición contable, son requeridos para el giro ordinario de una empresa, como las EPS. Otros activos fijos pueden ser también adquiridos por las EPS con la porción de esos gastos administrativos que corresponde a su utilidad, ya que en tanto recursos propios, pueden dedicarse a las finalidades que elija la entidad según su razón social. Con ese porcentaje de utilidad, y con sujeción a las reglas de integración vertical, las EPS pueden entonces invertir en infraestructura médica y de esa forma contribuir a la ampliación de la cobertura del SGSSS.

Entendidos de esa forma los incisos primero y segundo del artículo 23 de la Ley 1438 de 2011, la Corte determinó que la prohibición que establece no se opone al inciso tercero del artículo 48 de la Constitución, por cuanto si bien es cierto que el inciso demandado limita el uso de los recursos originados en las UPC –excluidos los gastos de administración- para la compra de activos fijos y, en consecuencia, es cierto que impide su inversión en infraestructura para ampliar la cobertura del SGSSS en términos de instalaciones y tecnología disponible, tal limitación se ajusta a la Carta desde el punto de vista de la satisfacción de otros contenidos del derecho a la seguridad social en salud. 

En primer lugar, porque la medida cuestionada persigue una finalidad no solamente legítima sino importante a la luz de la Carta, como es la de asegurar un flujo de recursos suficiente para garantizar la prestación de los servicios médicos a cargo del SGSSS, y específicamente de las EPS. Si bien las obligaciones que emanan del derecho a la seguridad social en salud no se agotan con la provisión de servicios médicos –de promoción, prevención y curación-, también lo es que esta es una de las más importantes obligaciones y que mayor flujo de recursos demanda; de ahí que se encuentre justificada la adopción de medidas dirigidas a velar porque haya un flujo adecuado de recursos hacia quienes prestan tales servicios. Además, en ejercicio de su libertad de configuración, el legislador puede optar por darle prioridad a la provisión de los servicios médicos del POS y destinar menores recursos para una eventual expansión de la infraestructura médica. En segundo lugar, la medida se vale de un medio idóneo para lograr el anterior objetivo. En criterio de la Sala, una restricción de los usos posibles de los dineros ciertamente puede asegurar un flujo adecuado de recursos para la prestación de servicios médicos y además puede contribuir a reducir la desviación de los mismos a finalidades no acordes con los objetivos del SGSSS. En tercer lugar, la medida es proporcionada en estricto sentido, ya que, de un lado, amplía la satisfacción del derecho a la salud en la dimensión de prestación de servicios médicos curativos y de prevención y promoción en salud –no debe olvidarse que estas actividades también están cobijadas por el POS-, y de otro, no sacrifica del todo la satisfacción de la dimensión de ampliación de la cobertura en términos de infraestructura, puesto que de todas formas parte de los “gastos administrativos” a los que alude el inciso primero del artículo 23 pueden destinarse a la adquisición de activos fijos para infraestructura médica.

Por las anteriores razones, la Corte desestimó los cargos analizados y procedió a declarar exequibles los incisos primero y segundo del artículo 23 de la Ley 1438 de 2011.

